¿Mujeres en la Universidad de La Habana? by Salas Servando, Matilde
59
Cuando en nuestros días se celebrael aniversario 280 de la primera
Universidad fundada en Cuba, consti-
tuye un motivo de orgullo saber que
cada año se incrementa más y más la
cifra de alumnas que egresan de sus
aulas, muchas de ellas con un alto ren-
dimiento académico.
Conocida en sus orígenes como Real
y Pontificia Universidad de San
Gerónimo de La Habana, su apertura
tuvo una alta significación, pues fue la se-
milla de importantes instituciones
científicas, a pesar de que la isla aún per-
manecía bajo el dominio de la metrópoli.
Según los designios que regían por
entonces, los conocimientos científicos,
técnicos, literarios y artísticos más avan-
zados eran privativos de los hombres y
por eso de esa época únicamente se re-
cuerdan ilustres nombres como Tomás
Romay, José Antonio Saco, Carlos Ma-
nuel de Céspedes o Ignacio Agramonte,
por sólo mencionar algunos.
En ningún caso, las mujeres tenían el
derecho, ni siquiera la pretensión, de po-
der ingresar en las aulas de la
Universidad de La Habana, y sólo has-
ta bien avanzada la segunda mitad del
siglo XIX, pudieron acceder a ella, lue-
go de vencer grandes obstáculos, casi
hechos a propósito, como para que de-
sistieran de esos deseos que “iban
contra natura”.
Una de las primeras cubanas en de-
safiar lo establecido por el sistema
educacional imperante, y que hacían
valer los académicos de turno, fue la
joven habanera Laura Martínez de
Carvajal y del Camino, quien desde
niña fue muy precoz, una verdadera
adelantada al momento que le tocó vi-
vir. A los cuatro años aprendió a leer
y escribir bien, y a los diez comenzó
sus estudios regulares de bachillerato
y con ellos, una larga cadena de no-
tas de sobresaliente.
Al terminar el nivel medio hizo simul-
táneamente las carreras de Física y
Matemática, que concluyó en 1888, y
la de Medicina y Cirugía, la cual finali-
zó un año después, todas con notas
brillantes, para convertirse así en la pri-
mera graduada de esa especialidad en
la Universidad de La Habana.
Como muestra de los prejuicios so-
ciales existentes en nuestro país
durante el siglo XIX, cabe señalar que
las autoridades docentes de la Univer-
sidad NO le permitían a la joven
estudiante Laura Martínez de Carva-
jal y del Camino practicar la disección
de los cadáveres, junto con sus con-
discípulos –todos del sexo masculino–
en el Anfiteatro del Hospital de San
Felipe y Santiago, que estaba destina-
do a esos fines, en los altos de la
cárcel citadina.
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Esa disposición, que hoy aparenta ser
algo muy arbitrario, la obligaba a con-
currir los domingos y días festivos para
hacer en solitario esa labor práctica,
realizada habitualmente entre cuatro
personas. Su persistencia se puso de
manifiesto entonces, porque necesitaba
estudiar con los cadáveres, pues de no
hacerlo, resultaría imposible conocer los
más importantes detalles de la anato-
mía humana imprescindibles para
cualquier galeno.
Las autoridades universitarias man-
tenían su posición de fuerza, por los
prejuicios de la época, para que la jo-
ven estudiante de Medicina desistiera
de sus propósitos y así atajar los avan-
ces en su desempeño estudiantil que
pudieran opacar a cualquier otro alum-
no menos aventajado
Después de grandes luchas y avata-
res, Laura concluyó en el año 1889 sus
estudios de Medicina en el Hospital
Nuestra Señora de las Mercedes, un
centro asistencial considerado como muy
avanzado en esos tiempos, el cual se
terminó de construir en 1886 y estuvo
situado hasta fines de la década del cin-
cuenta del siglo XX, en la manzana que
hoy ocupa la popular heladería Coppelia,
en las calles K, 23, L, y 21, en la
populosa zona de El Vedado.
En noviembre de 1890, el cronista
Manuel Calvo, del periódico capitalino
La Discusión, se refirió a Laura
Martínez de Carvajal en estos términos:
Esa joven de bella y espiritual fiso-
nomía, es una mujer superior en el
sentido más estricto de la palabra.
Fue una admirable dama, la prime-
ra que se decidió a matricularse
como estudiante de Medicina en
nuestra Universidad. Allí concluyó
su carrera hasta el Doctorado in-
clusive [...]. Estudió porque no
pudo dominar su anhelo de saber.
Impulsada por la pasión del estudio
rompió con las varias preocupacio-
nes que en las sociedades atrasadas
atan a la mujer a la holganza, como
se ata la mujer a la noria. Laura
Carvajal fue primero a la Cátedra
acompañada de su criada; luego
pensó, y pensó bien, que podía ir
sola y ser respetada de todo el mun-
do y sola fue y todo el mundo la
respetó. Lo que prueba que cuan-
do la mujer quiere hacerse respetar,
bástale marchar derechamente y de
todo el mundo es respetada.
Por esas calles habaneras iba a la
Universidad a veces leyendo tal o
cual libro la estudiante de Medici-
na Laura de Carvajal, y como
abstraída llegaba a la gran casa do-
cente donde era saludada con
respeto por sus condiscípulos.
En los exámenes de todas las asig-
naturas ganó las más altas y
brillantes notas [...].
Mientras cursaba sus estudios de Me-
dicina, conoció al joven doctor Lino
Enrique López Veitía, con quien se casó
en la iglesia de Monserrate de la capital,
el 20 de julio de 1889, cinco días después
de concluir brillantemente su carrera.
De esa feliz unión matrimonial nacie-
ron siete hijos, lo que no impidió que
juntos ejercieran sus profesiones, en un
consultorio de Oftalmología que ambos
abrieron en la Habana Vieja. Desde
entonces, Laura se convirtió en su más
eficaz colaboradora y por su destaca-
da labor en esa importante especialidad,
se le considera como la pionera de la
Oftalmología en Cuba.
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La Universidad de la Habana es le-gítima, no sólo por sus 280 años de
existencia, sino por su protagonismo en
el progreso de una nación, que a tra-
vés de la historia se ha debatido por
dignificar el componente imprescindible
de los oriundos de esta, nuestra por de-
finición, isla de Cuba.
Honrar a esta Casa de Altos Estu-
dios es enaltecer a cada uno de los
seres que, adecuados a momentos his-
tóricos precisos, hurgaron en la ciencia
y conciencia cubanas para demostrar,
participar, criticar, oponer, revolucionar,
y crear, en suma, un pensamiento cien-
tífico adecuado a las características
propias, las vividas, las ontológicamente
determinantes.
Muchos han sido los actores en las
décadas pasadas. En verdad, en tanto
intérpretes de cada una de ellas, los pro-
fesores universitarios, los profesores de
la Universidad de La Habana, se des-
tacan dentro del conjunto, para dejar
una impronta asequible, transmitida y
adherida al prestigio de la institución.
No obstante, el rastro científico de
esos pedagogos, muchas veces se en-
tremezcla con acontecimientos
relevantes para la historia contemporá-
nea de la isla, quedando aquellos como
simples partes de un todo. Y es que no
fueron sólo maestros, sino en muchos
casos hombres políticos, deudores de un
tipo específico de conciencia nacional,
con un espíritu de compromiso, que
obraron por mejorar, en la medida de
lo posible, el paisaje natural de la so-
ciedad en la cual estaban insertos,
permitiéndole a la Universidad la apor-
tación justa dentro de las cuestiones
cubanas.
En las décadas del cuarenta y el cin-
cuenta, por ejemplo, se vive un
momento de necesidad perentoria de
un ideal ético, de un progreso científi-
co y material –con los debates
asociados–, que estarían avalados por
la Constitución de 1940 y que redunda-
rían en varios esfuerzos malogrados; no
por su mal delineación, sino por las ca-
racterísticas propias y contradictorias
del mundo socio-político e intelectual
cubano. Precisamente en esos veinte
años se destacan algunos nombres uni-
versitarios con un papel importante en
la posterior historia de la Universidad
y de Cuba. Algunos de ellos, conocidos
como Raúl Roa, Vicentina Antuña, Ro-
berto Agramonte, Jorge Mañach, Elías
Entralgo, Lancís y Sánchez, Portela y
Portela, y otros no tanto como Ramiro
Francisco Carone Dede:
En defensa de la Universidad
y de la Constitución
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Capablanca y Graupera, Carlos
Márquez Sterling, Pablo F. Lavín y Pa-
drón, Rafael Santos Jiménez y
Francisco Carone.
En particular, nos interesa destacar
a este último, profesor de la Facultad
de Derecho, con una innegable partici-
pación en la vida pública y
universitaria. Entregado al pensamien-
to cubano y a su ciencia.
La esencia del Derecho
Francisco Carone llega a la Univer-
sidad en el año 1927,1 resuelto a
impregnarse de los aires de la colina, y
aprender de las doctrinas del Derecho.
Justo después de la visita del destaca-
do penalista español Jiménez de Asúa
que, posteriormente, como él mismo lo
reconociera, influiría en su formación
como jurisconsulto.
El Derecho para Carone era “[…] la
tutela, por medio de normas jurídicas
coercibles, de los bienes e intereses
esenciales de las personas y de la co-
lectividad según los estratos culturales
de cada momento histórico, imprescin-
dibles para la existencia o convivencia
social […]”.2 Y esa definición, a la que
llegó por medio de ingentes estudios, lo
hizo protagonista de un momento his-
tórico en Cuba donde las esencias
metodológicas de la ciencia se conver-
tían en herramientas de confrontación,
por el bien común.
Reconocía esa necesidad. En el año
1953, siendo profesor titular de Derecho
Penal y de Política Criminal de la Fa-
cultad de Derecho, presenta el
tradicional discurso de apertura acadé-
mica en la Universidad, consciente de
las urgencias con que se vivía a raíz del
carácter de facto e inconstitucional del
momento. Y retorna al Derecho para di-
rimir entre conceptos vitales y posibles
como los de Nación, Patria y Revolución.
Su concepción tiene un fundamento
teórico, pero es adecuada a las circuns-
tancias cubanas. No puede ser de otra
forma, porque hace suya la idea de
Henri Poincaré que subraya que el
“[…] pensamiento no debe jamás so-
meterse, ni aun dogma, ni a un partido,
ni a una pasión, ni a un interés, ni a una
idea preconcebida” si no es a los he-
chos mismos.3
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En el año del centenario, desde lo
que llama Casa de Cultura, de Saber y
Decoro Ciudadano, la Universidad, se
refiere al golpe de Estado como una
circunstancia que gravita con absorben-
te pesadumbre sobre el espíritu de la
conciencia nacional. Y más allá inclu-
so, porque son momentos –según sus
juicios– de luchas ideológicas y resur-
gimiento de corrientes regresivas que
amenazan la libertad y la dignidad del
hombre, como si se cerniera sobre la
humanidad una nueva edad media.
Entiende pues que el profesor tiene
un papel preponderante, no como un
archivo de conocimientos, sino como
hombre capaz de interpretar los hechos
y de ilustrar con su conducta. Y al De-
recho como objeto que violenta los
intentos contrarios al juicio común. Las
cuestiones son medulares. No se trata
de un Derecho Divino, sino de uno Se-
cular, donde las cuestiones civiles
expresan los derechos elementales del
hombre. Y dentro de estos, no el dere-
cho del más fuerte –idea elaborada por
Spinoza y que nutrió al nazismo–, sino
aquel que justamente proveyera al hom-
bre de las más absolutas concepciones
para la vida en comunidad.
Las finalidades del Derecho en
Cuba, y en su época, partían de la
Constitución de 1940 y tenían claras
definiciones: la independencia y sobe-
ranía nacional; la solidificación de una
república unitaria y democrática; la li-
bertad política, y el bienestar individual
y social, y la solidaridad humana.4
Contrario al golpe de Estado,
enfatizaba a la libertad como el bien
más caro e imprescindible validando en
su discurso de forma explícita el pre-
cepto independentista enfrentado a la
muerte. Y como precepto, la democra-
cia constitucional, puntualizando que la
Constitución era el amparo de las ac-
tividades de gobernantes y gobernados
regidos por la soberanía nacional, la
separación de poderes, la justicia, la
seguridad jurídica y la solidaridad hu-
mana.
Abogaba por el retorno a un Esta-
do de Derecho. Aquel donde los
sostenedores del poder no estaban al
margen del Estado, incluyendo las no-
ciones provenientes de las escuelas
liberales donde se enfatizaba el predo-
minio del laissez faire en la producción.
Era derecho de todos los ciudadanos el
de participar en la formación de ese
Estado en igualdad de condiciones.
Cuestión conocida y no puesta en duda
desde la Declaración de los Derechos
del Hombre y el Ciudadano, del 26 de
agosto de 1789.
No negaba, incluso, la posibilidad de
construcción de ese Estado de Dere-
cho a través de una revolución siempre
que implicara un avance y no un retro-
ceso, siendo una exclusiva obra del
pueblo. Sobre todo porque el derecho
de resistencia a la opresión –entendía–
es más que un derecho, una obligación
de toda sociedad compuesta de hom-
bres dignos. En ese sentido, el ejemplo
más recurrente en su pensamiento era
la Constitución de 1940, que fue un pro-
ducto de la conciencia jurídica del
pueblo, no derogada por el golpe de Es-
tado, siendo el único posible actor en
esa acción el propio bien común.
Fue un destacado penalista, imbuido
en las ideas de Jiménez de Asúa5 y de
su predecesor en la cátedra de Dere-
cho Penal, don José Antonio González
Lanuza. Pero su práctica pedagógica
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exaltaba las condicionantes sociales, y
los elementos a tener en cuenta como
lenitivos en la lógica aplicada de la
cuestión penal.
En un artículo de la revista Carte-
les de noviembre de 1954, se abordaba
el problema de la delincuencia juvenil
–más de quinientos jóvenes ingresaban
anualmente al reformatorio de Torrens–,
y Carone, junto a otros especialistas,
emitía sus puntos de vistas sobre las
características del fenómeno en Cuba.
Conociendo las limitaciones de esta-
dísticas en la isla, que podrían ayudar
a entender el fenómeno de manera glo-
bal, suponía el abogado que las causas
de ese aumento de la delincuencia se
encontraban en la “realidad de todos
los días”. Además de las genésicas,
personales, y ambientales que concu-
rrían en la juventud, estaba el mal
ejemplo de los adultos en Cuba, que se
disputaban el poder por la fuerza, sien-
do la violencia un medio para
imponerse. Haciendo así clara referen-
cia al poder instaurado en 1952.
Las causas visibles eran: en primer
lugar, el hecho de que la juventud no
encontraba medios legítimos y hones-
tos en la mayoría de los casos para
buscarse la vida. “Un bolitero y, sobre
todo el banquero, vive mejor en el or-
den material que un obrero honesto”.6
Resaltaba, como segunda de las cau-
sas, los efectos de los medios de
comunicación dentro de ese sector
poblacional: “La película, la televisión,
la radio y la prensa contribuyen en no
poca escala a facilitar que los jóvenes
se conviertan en delincuentes, pues a
pretexto de informar convierten a los
delincuentes en héroes, a los ojos de la
imaginación juvenil”.7 En tercer lugar,
la educación errónea que se le daba a
los jóvenes, lo cual hacía recordar el
criterio desacertado de Lombroso que
confundía instrucción con educación.
En el concepto de Carone había que
educar, resaltando los valores morales
y cívicos, no señalando como meta el
éxito económico.
Y la última de las causas la recono-
cía, retornando a “su” Constitución, la
que trató de salvar, al examinar como
otra causa de la delincuencia juvenil: los
llamados hijos ilegítimos o extrama-
trimoniales, base de la llamada
mendicidad8 en Cuba. Entendía Carone
que la mendicidad no era compatible
con la civilidad recordando el criterio
de un ilustre profesor peruano que afir-
maba que los incas se consideraban
superiores a los blancos porque no te-
nían mendigos ni niños abandonados.
En defensa de la Constitución
Una de las facetas que destaca a
Carone son sus acciones públicas en
defensa de la Constitución de 1940.
Miembro del Partido del Pueblo Cuba-
no (Ortodoxos), mantiene en todo
momento ese “honor”9 que lo vincula
a la historia del partido en que milita, y
lo hace ser salvaguarda de un ideal
nacionalista, por el progreso y en con-
tra de las astucias que mantienen a
Cuba dentro de una condición particu-
lar en la década del cincuenta.
Sus acciones se desarrollan envuel-
tas en un tenso período de la historia
nacional, matizado por la campaña cí-
vica iniciada por Chibás, su posterior
suicidio –relacionado como es conoci-
do con la polarización del compromiso
ético dentro de la sociedad–, el golpe
de Estado de 1952, y sus consecuencias
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inmediatas: la limitación de las institu-
ciones políticas, el intento de diálogo
cívico –en el que estaban envueltas las
mismas instituciones– y el latente pro-
yecto revolucionario iniciado en 1953.
Verdaderamente, Carone es protec-
tor de la “ideología ortodoxa”. Liada a
los esfuerzos por lograr un Estado den-
tro de los esquemas tradicionales de la
democracia burguesa, pero que res-
pondiese esencialmente a las
necesidades de desarrollo tanto econó-
mico como social, de la nación cubana.
Y si bien es cierto que, al igual que al-
gunos de la intelectualidad de su época,
criticaba a lo que se entendía como
comunismo, su razón de ser era huma-
nista, democrática, y pendiente de la
civilidad que encerraba la Constitución
de 1940 en sí misma.
Dentro de los acontecimientos más
conocidos –que por demás fueron con-
ducidos magistralmente por Carone–,
está la defensa que hizo de Chibás
cuando este fue acusado por el doctor
Ricardo Sánchez que entendía que sus
denuncias realizadas en la hora radial de
CMQ los días 20 y 27 de febrero de
1949, perjudicaban a la Judicatura inte-
grada por los doctores Gabriel
Pichardo, Pedro Cantero y José F. To-
rres. El líder ortodoxo fue acusado de
desacato y condenado a seis meses de
prisión. Su defensa fue organizada y
elaborada por Carone –a petición del
propio Chibás y del Consejo de Direc-
tor del partido– ante el Tribunal de
Urgencias de la Habana el 27 de abril
de 1949.10
Tenía la habilidad, el abogado defen-
sor de este caso, de transfigurar la
cuestión particular en un asunto abier-
to, que se convertía en acicate para la
discusión de “los problemas cubanos”
que estaban de fondo. Y aprovechaba
el debate público11 existente alrededor
de la encarcelación de Chibás para de-
sarrollar una defensa de altos vuelos
jurídicos.
Siendo un conocedor del Derecho,
dejaba sin fueros desde un inicio al Tri-
bunal Juzgador y declara su
incompetencia por ser un tribunal de
excepción y por sustraerse al acusado
de su Juez Natural (Lugar de los He-
chos). Califica al juicio de trascendental
e histórico, por reflejar la lucha que lle-
vaba a cabo toda la ciudadanía en
contra de la Compañía Cubana de
Electricidad. Y llama a su defendido
“Tribuno del pueblo”, por ser este un
problema que venía arrastrando la his-
toria de Cuba ya enfrentado por
Guiteras.
Logra definir dos partes en
interacción frente a los intereses de la
nación cubana dentro del propio juicio,
utilizando las orientaciones modernas
del Derecho y Procesamiento Penales.
La personalidad de Chibás es una de
ellas: “Hombre público más íntegro de
esta generación, excepción de un me-
dio de corrupción política, que ha hecho
de su vida un instrumento al servicio de
su patria”.12 Y la otra, la Compañía Cu-
bana de Electricidad, que más allá de
los “supuestos agraviados” está como
elemento a contrarrestar dentro de las
cuestiones públicas cubanas.
El adalid de la ordotoxia defendía
con sus intervenciones radiales una
cuestión que era cierta: el aumento ar-
bitrario de las tarifas. Y en esa acción
la llamada Junta de Economía de Gue-
rra tenía un papel significativo. El acto
de desacato estaba fuera de lugar: era
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una cuestión de Derecho Natural con-
tra un Derecho Legal enrarecido, sobre
todo por las atribuciones que la men-
cionada junta asumía.
Recurrió a la teoría en todo momento
el profesor Carone. En primer lugar, el
procedimiento se inició por alguien que
no tenía derecho a ello. Y especificaba
que Chibás había actuado llevado por
el animus corrigeni, el ánimo de co-
rregir. No “[…] basta que se haya
proferido una palabra, un concepto hi-
riente, para que quede integrado el
delito de calumnia o injuria. No basta
la materialidad de una palabra
vejaminosa, para que existan esos de-
litos, hace falta […] el ánimo directo de
ofender […]”.13 La sala se quedaba sin
recurso, se trataba de que el acto de
injuria no era más que el sentir de la
colectividad, expuesta por Chibás. No
era él quien acusaba.
Se juntaban jurisprudencia e historia
por cuanto había dos fallos a considerar:
el de la tribuna legal y el de la opinión
pública. Afirmaba en este sentido: “En
el banquillo no se sienta Eduardo
Chibás, sino el pueblo de Cuba”.14 Y
cerraba su certero discurso con las pa-
labras de otro brillante pedagogo, José
de la Luz y Caballero: “Antes quiera yo
ver desplomados, no digo las institucio-
nes de los hombres, sino las estrellas
todas del firmamento, que ver caer del
pecho humano el sentimiento de la jus-
ticia, ese sol del mundo moral”.15
En defensa de Cuba
El 24 de agosto de 1954 se publica
en la Gaceta Oficial una Ley-Decre-
to, autorizando la construcción de un
canal, que atravesaría a Cuba, partiendo
de la Bahía de Cárdenas y desembocan-
do en la Bahía de Cochinos. Con una
inversión calculada en alrededor de los
400 millones de pesos, la idea fue ven-
dida como un proyecto para el
desarrollo económico del país.
Sus defensores auguraban que sería
este canal, el segundo en extensión del
mundo16 y el primero en profundidad.
Sería construido por una empresa pri-
vada, concesión realizada mediante
subasta, llamada Compañía del Canal
del Atlántico al Mar Caribe S. A., la
cual tendría plenos derechos de expro-
piación de las zonas que estimase
convenientes para la construcción del
Canal y desalojar a cualquier arrenda-
tario, subarrendatario, aparcero,
precarista que los ocupase, así como la
exención de pagos todo impuesto del
Estado, la provincia o el municipio, sólo
aportando la empresa el 1% de sus en-
tradas brutas.
Se le endilgaban ciertas ventajas.
Con un plazo de construcción de cua-
tro a cinco años, se preveía el
desarrollo de un grupo de empresas de
envergadura (industrial, agrícola, co-
mercial, turística), además de la
creación de fuentes de empleo, con un
éxito económico relacionado con la
cantidad de barcos que transitaran el
canal. Supuestamente ahorraba a la
navegación entre América del Sur y
del Norte alrededor de 400 o 500 mi-
llas náuticas. Y la concesión se había
establecido para un plazo de noventa
y nueve años. De acuerdo con el artí-
culo 31 del Decreto Nº 1618, esta
compañía tendría el derecho durante
todo el término de la concesión sobre
las industrias, comercios y actividades
agrícolas constituidas y desarrolladas
en esa área.17
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El gobierno exponía como objeti-
vos, dos fundamentales: los llamados
Estratégicos, de índole militar, que
proporcionarían seguridad al hemisfe-
rio americano en caso de conflicto
bélico mediante la unión contra un ene-
migo común, además tendría un
complejo sistema de organización mili-
tar en el área del Caribe, hecho que no
excluía la implantación de bases milita-
res. Y los Económicos, que contribuirían
al desarrollo industrial, agrícola, y co-
mercial estimulando al capital privado,
con facilidades para establecerse en esa
zona, desde privilegios fiscales y admi-
nistrativos hasta el establecimiento de
un régimen laboral de excepción, as-
pectos contrarios a los derechos de los
trabajadores establecidos en la Consti-
tución de 1940.
Desde la misma promulgación de
este proyecto, la opinión pública cuba-
na se opuso. Entre los más destacados
se encontraban Oscar Pino Santos,
Mario Llerena, Jorge Mañach, Vicentina
Antuña, Cosme de la Torriente, y el pro-
pio Francisco Carone, sobre todo por los
hechos asociados a esa construcción:
entrega a un poder extranjero de una
porción del suelo nacional; ruptura de
la unidad territorial del país; subordina-
ción del pueblo de Cuba a una autoridad
extranjera; conversión de la isla en una
zona estratégica, y establecimiento de
un régimen social y económico diferen-
te al de las leyes cubanas.18
Por tales motivos, el profesor univer-
sitario Francisco Carone Dede presentó
un recurso de inconstitucionalidad ante
el Tribunal de Garantías Constituciona-
les y Sociales, a nombre de cuarenta y
seis ciudadanos que se proclamaban
“Voceros de Cuba”, que venían a “cla-
mar más que a pedir”. Comparecían
para ejercer su derecho frente a lo que
calificaban de “legislación monstruosa”:
la mencionada Ley 1618 del 12 de
agosto de 1954 y su modificativa la
Ley-Decreto Nº 1715 del 23 de sep-
tiembre de 1954, y el Decreto
presidencial Nº 3652 del 6 de diciem-
bre del propio año.19
El recurso fue pronunciado los días
18 y 25 de abril de 1955. Era el crite-
rio de aquel grupo de individuos
apegados a la Constitución de 1940, re-
presentantes del ideal independentista
(Cosme de la Torriente), de la
constitucionalidad, con el presidente de
la Convención Constituyente de 1940
doctor Carlos Márquez Sterling junto a
periodistas, hombres de política, profe-
sores universitarios, relacionados en
algún sentido con las posturas cívicas,
alrededor del ideal ortodoxo y del diá-
logo, conformados después del golpe de
Estado de 1952.
Aquel intento, que popularmente fue
denominado “Canal Rompe Cuba”, mo-
tivó un estado de conciencia adverso20
y un debate donde participaron muchas
de las instituciones más importantes del
período. Coincidiendo los juicios en que
este era un tema enfrentado a la sobe-
ranía nacional y al desarrollo económico
por ser una burla a las conquistas de los
trabajadores, una merma al derecho de
locomoción; por sobreponer sus intere-
ses al interés doméstico cubano; por no
prestarse a actividades de fomento agrí-
cola, y de consumo, y por tender a una
discriminación dentro de los regímenes
jurídicos que por su naturaleza deben
ser generales para todo el territorio na-
cional. Esta era una vieja tesis
elaborada por el padre del entonces
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Ministro de Defensa firmante de la
legislación impugnada. Profesor uni-
versitario aquel, autor de un folleto
titulado Un Canal Trans-Cubano com-
plementario del de Panamá, publicado
en abril de 1934.21
La inconstitucionalidad se justificaba
por la elaboración del proyecto dentro
de un orden meramente inconstitucio-
nal, definido por el golpe de Estado.
Pero Carone, con sumo cuidado, recu-
rrió a desmenuzar el problema por sus
partes, para mediante la postura jurídi-
ca, desbaratar los esfuerzos de sus
oponentes. Pensaba en común, ayuda-
ba a razonar:
Se estima que el Canal por sí solo,
a lo sumo, podrá obtener los dere-
chos de paso de unas 10 millones
de toneladas netas de buques que
trafiquen entre los puestos de la Flo-
rida y las Carolinas y Panamá vía
Canal Cuba. Esos derechos a tari-
fa de $0.30 (relativamente más
elevada que las del Canal de Pana-
má, con mucho menor ahorro de
navegación), alcanzarían a lo sumo
$3 000 000 de entrada bruta. Ni aun
tomando en cuenta el aumento pro-
bable de población y de la
consiguiente actividad comercial,
podría el Canal recuperar, la inver-
sión y sus intereses.22
Y dejaba clara su posición. Se defi-
nía como hombre consciente, de
sentimientos humanos, contrario a la
militarización que podría implicar el
otorgamiento del carácter estratégico
a Cuba, opuesto a la bomba atómica,
hombre de Derecho que ante las acu-
saciones de comunista conjeturadas por
el contralmirante Rodríguez Calderón,
respondió: “[…] son ellos los que de lle-
var a un estado de miseria a nuestro
pueblo, van a dar la oportunidad del co-
munismo en Cuba […]”,23 aspecto que
los firmantes rechazaban por ser parti-
darios de la democracia liberal.
En un esfuerzo por escapar de la ac-
ción legal, el gobierno varió las
expresiones verbales de algunos de los
preceptos de la legislación “canalera”
para burlar el recurso de inconstitu-
cionalidad. Prevalecía, no obstante, una
voluntad omnímoda, al permitir que una
parte del territorio nacional pasara al
dominio de una compañía privada.
Carone, hurgado en la esencia del De-
recho, legitimó su recurso, que era
según sus palabras el recurso del pue-
blo de Cuba.
La democracia era el ejercicio del po-
der democrático, basado en un Derecho
Político existente a partir de los elemen-
tos que integran el Estado: Pueblo,
Territorio y Potestad Pública. Precisa-
mente esa potestad pública, mediante el
poder debía refrendar a la soberanía (y
a sus atributos: unidad, indivisibilidad,
inaliebilidad, imprescriptibilidad, exclusi-
vidad, permanencia). En esa sencilla
fórmula basó su soflama. El poder mi-
litar no tenía soberanía, y dispuso con
ese proyecto de la soberanía de una
porción del territorio nacional violando
así el artículo tercero de la ley Consti-
tucional e iniciando nuevos problemas
para la isla cubana como el de las fron-
teras, no contemplados por la
estructura geográfica cubana.
Los preceptos que impugnaba
Carone violaban los textos constitucio-
nales, ya que transferían actividades y
dominios legales propios de los poderes
ejecutivo y legislativo24 a una persona
concesionaria. Se violaba el derecho de
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salarios, de indicación, a huelga, al
voto, de impuestos siendo desde su
punto de vista una nueva forma de co-
lonialismo.
Incluso llega a cuestionar al Minis-
terio Fiscal, cuyo funcionamiento origina
un conflicto de intereses, ya que el fis-
cal del Tribunal Supremo en la práctica
era nombrado y elegido por el presiden-
te de la república,25 parte interesada en
el conflicto que se debatía. Reutilizando
impugnaciones del Ministerio Fiscal
como antecedentes de acciones jurídi-
cas (sentencias 35 del 14 de mayo de
1937, la 66 del 27 de septiembre de
1940 y la 35 del 28 de junio de 1942),
sostenía el carácter inconstitucional por
lo inútil de la acción propuesta; y la vi-
gencia de la Constitución de 1940,
vigente en el momento de la lesión, la
cual proscribía el otorgamiento a terce-
ros del patrimonio nacional. No era
admisible que fuesen entendidas las le-
yes-decretos como inconstitucionales y
permaneciesen en pie los decretos pre-
sidenciales resultados de aquellos.
Su postura era crítica con respecto
al gobierno:
No siempre señores magistrados,
las cosas que acaecen en marzo son
fatídicas […] y quiero advertir a la
sala, como Profesor de Derecho
Penal que soy, que al referirme aho-
ra al mes de marzo, recordaba un
trabajo publicado en la revista del
Colegio de Abogados de la Haba-
na, por el eminente criminólogo
español Constantino Bernardo de
Quirós, en que este afirmaba que
los grandes crímenes sádicos
sucedidos en todas las épocas his-
tóricas, tuvieron lugar en el mes de
marzo.26
Criticaba la Ley Constitucional. Sa-
bía por su profesión que un código no
se redactaba en cuestión de unos
días. “Solamente los ignaros creen que
todo está en la Ley y que es fácil su
interpretación”.27 Advirtiendo que sólo
son admisibles las variaciones
jurisprudenciales de los Tribunales Su-
premos por lo que se llama
“interpretación progresiva”, que no es
otra cosa que la adaptación del texto a
las nuevas necesidades, a las nuevas
luces sobre puntos oscuros que hacen
que los tribunales varíen su criterio: la
Constitución debía prevalecer sobre las
leyes vigentes –precepto incluido en la
propia Ley Constitucional; era intangi-
ble, inalienable, eterna, mientras otra
Constitución no la modificara, y no po-
día prevalecer nada que se le opusiese.
Luego, era inconstitucional todo lo que
se le enfrentara.
Demostraba que carecía de autori-
dad moral un Estado que no procuraba
trabajos a sus ciudadanos para crear
empleos a costa de la soberanía y la
dignidad. La empresa en sí misma no
brindaba ninguna garantía. Se oponía, y
lo enfatizaba a partir de las dudas que
el Ministerio Fiscal introducía: “[…] los
canales, a los túneles, a todo lo que con-
lleve enajenación de soberanía, entrega
de nuestras riquezas, violación de nues-
tra dignidad, entreguismo a intereses
espurios, en una sola palabra, somos
enemigos de cuantas medidas traigan
consigo la indignidad y la desvergüen-
za a Cuba […]”.28 Se consideraba así
en aquella hora histórica, un político de
la escuela de Martí y no aquel que bus-
caba la sonrisa del poder ejecutivo. Y
cerraba su discurso con el planteamien-
to de una verdad histórica, haciendo
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conscientes a aquellos que les corres-
pondía decidir de su destino justo:
[…] estamos ante una de esas co-
sas graves que provocan una
revolución aun en los pueblos más
pacíficos; porque este Canal Vía-
Cuba es un dardo que va a herir a
Cuba en su soberanía, en su digni-
dad, en su integridad, en su
derecho, en las conquistas sociales,
en la moral, en la historia, en su po-
sición internacional, en su seguridad
física, en su alma.
La sentencia que ustedes van a dic-
tar, puede viabilizar o impedir este
daño y este tribunal no puede ser un
nuevo Poncio Pilatos, no se puede
lavar las manos en esta cuestión,
porque aquí no estamos forcejeando
para obtener el poder los unos y
otros, estamos pidiendo que se evi-
te tamaña desgracia para Cuba,
porque ha de ser una desgracia
irremediable e incalculable.
Señores magistrados, si así lo hacéis,
el pueblo de Cuba os bendecirá.29
En defensa de Carone
Francisco Carone Dede es fiel a un
pensamiento “cubano”. A una tradición
de juristas comprometidos, a una Facul-
tad y por extensión a la Universidad de
La Habana –aun más allá de sus mu-
ros. Fue un profesor que creía en la
docencia como la más fuerte herra-
mienta para contrarrestar aquello que
limitaba a Cuba, y legal seguidor de las
ideas de Chibás.
Su impronta es ineluctable. Formó a
juristas –hombres y mujeres–, exten-
diendo su impronta por los caminos de
la “necesidad cubana”. Esa misma ne-
cesidad que fue recalo de pensadores
y políticos en el torbellino que significó
la década del cincuenta en la isla. La
Constitución de 1940 es arma, es refu-
gio y pedestal, es frontera entre las
inciertas realidades y la posibilidad de
ser dignos y como tal, construir una so-
ciedad justa, dentro de los preceptos de
la democracia liberal.
Y no fue mero defensor de proce-
sos de gran relevancia histórica, sino de
la nación cubana. Su nombre ha sido
añadido al raudal de hombres que en la
historia fueron fieles a su tiempo, te-
niendo vivas la dignidad, la libertad y el
decoro.
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